RADICACIÓN: 66001-31-87-001-2018-00129-01
ACCIONANTE: JOSÉ ROLANDO GALVIS VILLA  
ACCIONADO: COLPENSIONES
DECISIÓN: CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS PARA SU CUMPLIMIENTO Y RESPETO / RESPUESTA DE FONDO.
“…b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. (…)

Partiendo entonces de lo anterior, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición del accionante, y en vista de ello, no le queda a esta Colegiatura otra alternativa diferente que mantener incólume la decisión de primera instancia, puesto que a la luz del precedente jurisprudencial expuesto en párrafos anteriores, sobre los elementos que deben ser valorados por los jueces de tutela para establecer si se ha desconocido el derecho fundamental de petición, se puede colegir con facilidad que los escritos presentados carecen de los ya mencionados elementos que constituyen el núcleo fundamental del mencionado derecho.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 12 de diciembre de 2018, mediante el cual tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSE ROLANDO GALVIS VILLA. 

ANTECEDENTES:

Manifestó el accionante que el Juzgado Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira, mediante sentencia del 15 de enero de 2018, condenó a COLPENSIONES a pagar en favor suyo la suma de $5.109.000 por concepto de incapacidades adeudadas.
Contó que el 21 de agosto 2018, COLPENSIONES a través de oficio No. BZ 2018-1042222 le solicitó el certificado de la cuenta bancaria para depositar el dinero ordenado en la sentencia, documento que fue radicado por él en las instalaciones de esa entidad el 14 de septiembre de 2018, por lo que la entidad le indico de manera verbal que para los primeros días del mes de octubre se efectuaría el pago.

A pesar de lo anterior a la fecha de la presentación de la tutela, COLPENSIONES no había efectuado el pago ni dado respuesta alguna al peticionario.
PRETENSIONES:

Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante la protección de sus derechos fundamentales de petición y seguridad social, y en consecuencia, se le ordene a COLPENSIONES que proceda a dar cumplimiento al fallo emitido por el Juzgado Municipal de Pequeñas Causas laborales.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto del 29 de noviembre de 2018, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a COLPENSIONES para que ejerciera su derecho de defensa y contradicción. Sin embargo, no se obtuvo pronunciamiento alguno por su parte. 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 12 de diciembre de 2018, amparar el derecho fundamental de petición del señor José Rolando Galvis Villa; así las cosas, se le ordenó a COLPENSIONES que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación del fallo de tutela, procediera a emitir pronunciamiento de fondo sobre la petición de pago y cumplimiento del fallo laboral. 

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

El día 18 de diciembre de 2018, y encontrándose dentro del término oportuno para impugnar la decisión, se recibió memorial suscrito por la Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, mediante el cual manifestó su inconformidad con la misma; para el efecto, argumentó que esa entidad mediante oficio BZ.- 2018_15575482 del 11 de diciembre de 2018 había dado respuesta a la solicitud instaurada por la parte accionante. Por esta razón solicitó que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar declararla improcedente. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

· Problema jurídico: 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, de manera que deba confirmarse el fallo de primer grado, o si por el contrario, lo dicho en su escrito de impugnación es suficiente para determinar que en la actualidad se encuentran superadas las causales que motivaron la interposición de la acción de tutela.

· Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“…b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)
 
”

Al respecto debe decirse que la Corte Constitucional, a partir de la Sentencia SU-975 de 2003, reiterada en la Sentencia T-292 de 2014, realizó una interpretación frente a los términos con que cuentan las entidades encargadas del tema pensional en Colombia para resolver de fondo las peticiones sobre ese tema, en donde señaló que el plazo máximo establecido para ese fin es de hasta 10 meses entre su reconocimiento y respectiva inclusión en nómina; y en el mismo sentido, el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011, expresó textualmente que: “…Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad obligada…”.

Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, lo que se puede observar con claridad es que en la actualidad se encuentra ampliamente superado el término con que contaba COLPENSIONES para dar una respuesta de fondo frente a los requerimientos del accionante, pues evidentemente el memorial allegado con su escrito de impugnación al fallo de primer nivel no es más que un oficio de mero trámite en el que se continúa sin resolver los planteamientos del actor; aunado a ello, no se avizora que dicha entidad hubiera efectuado la notificación de la mencionada contestación al interesado. 
Por las anteriores razones, y atendiendo los postulados establecidos jurisprudencialmente para la efectividad del derecho de petición, se obvian dos de los requisitos indispensables para su efectividad: 1. que la respuesta sea de fondo, y 2. que sea puesta en conocimiento del peticionario. 
Partiendo entonces de lo anterior, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición del accionante, y en vista de ello, no le queda a esta Colegiatura otra alternativa diferente que mantener incólume la decisión de primera instancia, puesto que a la luz del precedente jurisprudencial expuesto en párrafos anteriores, sobre los elementos que deben ser valorados por los jueces de tutela para establecer si se ha desconocido el derecho fundamental de petición, se puede colegir con facilidad que los escritos presentados carecen de los ya mencionados elementos que constituyen el núcleo fundamental del mencionado derecho.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual se tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ ROLANDO GALVIS VILLA. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.
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